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A continuación, se desarrollarán tres motivos por los cuales se considera que nuestro 
país debe incorporar el medio ambiente como nuevo bien jurídico del régimen penal. 

En primer lugar, su introducción importará precisar el concepto y el alcance del 
desarrollo sostenible, entendido como el punto de equilibrio entre dos valores 
esenciales para la sociedad, que por momentos se encuentran en tensión y que la 
comunidad no está dispuesta a desechar uno por otro, como lo son, por un lado, el 
interés de preservar el hábitat natural donde se desarrolla el hombre y, por el otro, 
promover los avances técnicos, científicos e industriales que satisfacen las 
necesidades del individuo. 

En segundo lugar, significará la protección del interés fundamental previsto en el 
art. 41 de la Constitución Nacional, introducido en nuestra legislación interna a raíz 
de la instalación de la conciencia ecológica. 

En tercer lugar, las técnicas legislativas específicas que requiere el régimen penal 
ambiental exigen un tratamiento particular, en comparación a las que poseen otros 
bienes jurídicos que tutelan distintos valores fundamentales. 

 I. Introducción [arriba]  

En orden a las consideraciones que se formularán, se evidenciará que el medio 
ambiente no integra uno de los bienes jurídicos protegidos en nuestra legislación 
penal vigente y que existen otros valores esenciales, a través de los cuales y 
mediatamente el ecosistema es preservado. 

En virtud de ello, se precisarán tres motivos que denotan la necesidad de 
incorporarlo, por entender que configura un interés fundamental para la sociedad, 
que demanda la persecución y el castigo de aquellas conductas que lo perturban. 

II. La necesidad de la regulación del desarrollo sostenible [arriba]  

Existen intereses, enfrentados entre sí, que son esenciales y necesarios para la 
supervivencia de los seres bióticos y la integridad de los factores abióticos donde se 
desenvuelve la pacífica convivencia social y el libre desarrollo del hombre en 
comunidad[1]. 

Por un lado, convergen los avances tecnológicos, industriales y científicos, 
sostenidos y progresivos a lo largo de las décadas, puestos a disposición del uso y 
goce de cada uno de los individuos, con miras a la satisfacción de las necesidades de 
las sociedades y de los seres humanos que las integran y, por el otro, la preservación 
del medio ambiente, afectado por los impactos negativos que esos desarrollos 
producen a través del uso irracional de los recursos naturales no renovables[2] y de 
los recursos naturales renovables que presentan cada vez menos posibilidades de 
reposición[3], con riesgo grave para la propia subsistencia de los seres vivos 
presentes y futuros[4]. 

Es cierto que los progresos trajeron innumerables beneficios a la civilización y a cada 
uno de los integrantes de la población[5] pero, a la par incorporaron sostenida y 
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progresivamente multiplicidades de daños y de riesgos de lesión (polución 
atmosférica, etcétera), contra ámbitos que esas mismas sociedades e individuos 
requieren de protección para garantizar sus coexistencias, las propias de los 
restantes seres vivos, la pacífica convivencia social[6] y la realización individual de 
cada uno de los involucrados[7]. 

Tan palpables fueron las consecuencias lesivas y los peligros generados en algunos 
casos, que instaló la conciencia ecológica sobre las características reales de los 
recursos naturales del ecosistema –bienes escasos no renovables y, los renovables, 
aproximándose a convertirse en peligro de extinción[8]–, que trajo como 
consecuencia la valorización de su importancia[9]. 

Gradualmente, fue modificándose la apreciación del bien medio ambiente, de un 
modo ascendente para otorgarle una mayor jerarquía, para entenderlo como un 
interés imprescindible para la integridad física y psíquica[10] de la comunidad actual 
y futura, como “el soporte natural para hacer posible la realización de la dignidad 
humana”[11], susceptible de ser objeto de la tutela máxima, expandiéndose el 
derecho penal para incluir todas aquéllas conductas prohibidas que lo colocaran en 
riesgo o lo dañaran[12]. 

Sin embargo, su protección no es absoluta. Su defensa tiene límites, con motivo de 
que los adelantos científicos, industriales y tecnológicos no dejaron de ser vistos 
como factores positivos determinantes para el desarrollo de las comunidades y del 
hombre. A tal punto, que se ha considerado que aquel Estado que tenga como 
objetivo el resguardo categórico del medio ambiente, en el marco de una política 
criminal de “contaminación cero”, ineludiblemente provocaría la anulación de la 
actividad industrial, el progreso y la supervivencia de la sociedad y de los individuos 
particulares que la integran[13]. 

De allí que las conductas prohibidas que colocan en riesgo o dañan el medio 
ambiente deben ser aquéllas que superen el peligro que la sociedad está dispuesta 
a soportar en un momento y en un lugar dado. 

El concepto de desarrollo sostenible es una herramienta útil para definir el punto de 
equilibrio entre ambos intereses sociales, sin que persista uno en desmedro del otro. 
En efecto, promueve que la satisfacción de los requerimientos humanos debe ser 
alcanzada solidariamente, en condiciones armónicas entre el individuo y el medio 
ambiente[14], sin afectar el bienestar de las generaciones actuales y venideras. 

En palabras del art. 41 de la Constitución Nacional, las actividades productivas deben 
satisfacer las necesidades presentes pero sin comprometer las de las generaciones 
futuras[15] y, definido por la doctrina, como la armonización entre el crecimiento 
económico y la preservación de los recursos naturales, por medio de actitudes 
cuantitativas y cualitativas dirigidas en función del hoy y de las futuras generaciones 
humanas, que así garantizarán un auténtico desarrollo. Sintéticamente podemos 
definir el desarrollo sustentable como el desarrollo compatible con el ambiente[16]. 

En definitiva, nos encontramos en la búsqueda permanente del punto de equilibrio 
entre la protección del medio ambiente-necesidad de desarrollo[17], para hallar la 
ecuanimidad necesaria que garantice el ejercicio de dos intereses legítimos que, en 
ciertas ocasiones, entran en tensión. 



Entendido así, se evidencia la necesidad de un régimen legal que regule estos dos 
valores para la convivencia pacífica en sociedad y establezca sus límites para no 
prevalecer uno sobre el otro. 

III. La necesidad legal [arriba]  

El derecho al goce de un medio ambiente inmerso en el concepto de desarrollo 
sostenible se encuentra instalado en la conciencia ecológica de la comunidad 
internacional. 

En efecto, con motivo de la celebración de la Conferencia de Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente (1972, Estocolomo, Suecia), que concluyó con la Declaración de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Ambiente[18], quedó instaurado el 
Derecho Ambiental a nivel global[19], a punto tal que, en la década del ´70, 
comenzaron a surgir los movimientos ecologistas[20]. 

A partir de allí, se realizaron reuniones internacionales vinculadas a la materia[21]. 
Entre ellas, debe destacarse la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo, la “Cumbre de la Tierra” o “Eco ´92”, realizada en la 
ciudad de Río de Janeiro, Brasil, que concluyó con la redacción de la Declaración de 
Río[22] que incluyó, entre otros principios, el deber de los Estados a sancionar leyes 
protectoras del medio ambiente[23]. 

Cada uno de los países integrantes de la comunidad internacional que reconocían la 
importancia de la preservación del medio ambiente, se hicieron eco en sus 
respectivas legislaciones internas e incorporaron el instituto del medio ambiente 
como derecho humano fundamental de la Tercera Generación[24], sumándose a las 
prerrogativas individuales y sociales, colocando el acento en el contexto en el que 
se desarrolla la vida del hombre[25]. 

Nuestro país reconoció la prerrogativa y la garantía constitucional un poco más tarde 
–año 1994– (art. 41 de la Constitución Nacional), en comparación a sus pares 
internacionales –por ejemplo, la Constitución Griega lo hizo en 1975, la Constitución 
Portuguesa en 1976, la Constitución Española en 1978–. En este último año, Baigún 
advertía sobre la ausencia del contexto necesario para considerar al medio ambiente 
como un derecho fundamental, al señalar la carencia de estudios sobre la temática 
en Argentina, a la vez que reconocía el aumento de la preocupación que 
exteriorizaban algunos sectores que bosquejaban los alcances del derecho penal 
ambiental[26]. 

Sin embargo, pese a que desde el año 1994 el medio ambiente es un nuevo derecho 
y garantía de valor fundamental, nuestro régimen penal aún no lo ha incorporado 
como nuevo bien jurídico. 

La Ley N° 24.051, es la vigente en materia de contaminación ambiental, a pesar de 
que intentó ser derogada por las disposiciones de la Ley N° 25.612 de Gestión 
Integral de Residuos Industriales y de Actividades de Servicios, en razón del veto 
parcial que contra las disposiciones penales de esta última formuló el Poder 
Ejecutivo a través del decreto 1343/02[27]. 

Tanto la doctrina[28], como la jurisprudencia mayoritaria[29], han entendido que el 
valor esencial preservado en la Ley de Residuos Peligrosos es la salud pública y los 
anteproyectos de reforma de Código Penal han incorporado al medio ambiente como 
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un bien jurídico autónomo y novedoso a los ya existentes, que tuvieron como 
antecedente fundamental el art. 41 de la Constitución Nacional, introducido en el 
año 1994[30]. 

Con anterioridad a la sanción de la Ley N° 24.051, el Código Penal argentino y sus 
leyes complementarias, preveían conductas que ponían en riesgo de lesión o 
lesionaban los elementos bióticos y abióticos del ecosistema, que mediatamente 
afectaban el hábitat natural, de manera independiente, sin sistematizarlas unas con 
otras con la finalidad de tutelar el medio ambiente como interés supremo, porque 
se dirigían a asegurar la indemnidad de otros valores esenciales sociales[31] (por 
ejemplo, arts. 79 y siguientes, 89 y siguientes, 182, inciso 1°, 183, 184, inciso 2°, 
186, inciso 2°, apartados a), b), c) y e), 189 bis, primer párrafo y 200 de Código 
Penal y Leyes N° 14.346 y 22.421). 

Desde la instalación del medio ambiente como prerrogativa fundamental de 
jerarquía constitucional, inmerso en un contexto internacional que coloca el énfasis 
en la problemática de la contaminación ambiental y el deber de los Estados de 
sancionarla, se destaca la necesidad legal de incorporar un régimen penal específico 
en la materia. 

IV. La necesidad técnico-legislativa [arriba]  

En la actualidad y a nivel nacional, las conductas contra el hábitat natural deben ser 
encuadradas en tipos penales que integran bienes jurídicos distintos a él (delitos 
contra la salud pública, contra la vida, contra la propiedad, contra la seguridad 
pública, etcétera). Sin embargo, el régimen penal ambiental posee características y 
problemáticas propias que requieren de técnicas legislativas adecuadas[32]. 

En primer lugar, el debate invita a la definición del bien jurídico protegido, para 
determinar el significado normativo del tipo penal o los tipos penales que lo 
integran[33]. En particular, el eje de la discusión se centra acerca de la finalidad de 
la salvaguarda del medio ambiente y los objetos que lo componen –factores 
abióticos, bióticos, el urbanismo o el patrimonio histórico[34]–. 

En punto a la finalidad, la disyuntiva es determinar si el ecosistema es objeto de 
protección por sí mismo –criterio ecocéntrico–[35], o se lo tutela producto de una 
relación medio-fin, con funcionalidad respecto a otros bienes jurídicos que permiten 
el bienestar físico y psíquico del hombre, que asegure un “entorno natural apto para 
el desarrollo de la vida humana”[36] –criterio antropocéntrico–[37] o, bien, si debe 
adoptarse una postura ecléctica, que reúna ambos conceptos[38]. Esto último, si se 
lo considera de múltiple ofensividad, en la medida que el daño al medio ambiente 
repercute en la salud pública[39] y la vida[40]. 

En segundo lugar, la víctima de estos delitos es plural –la comunidad–[41], los daños 
provocados contra el medio ambiente afectan a un sujeto colectivo nacional e 
internacional[42], titulares de las prerrogativas de vivir en un ambiente sano[43] y 
de que no “se alteren de modo perjudicial las condiciones naturales de la vida”[44]. 
Responde a un bien jurídico colectivo o supraindividual[45], perteneciente a un 
número indeterminado de personas, integrantes de una sociedad, las cuales ninguna 
de ellas puede ser excluida de su uso y goce[46] y el disfrute que cada una de ellas 
realice en nada perjudica al propio que pueda realizar otro individuo[47]. 
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El bien jurídico supraindividual implica los intereses difusos y los valores esenciales 
colectivos[48], que demandan una técnica legislativa preventiva, propia de delitos 
de peligro[49] abstracto[50], “como barrera previa de protección de los bienes 
individuales existenciales”[51]. 

Además invita a definir qué sociedad es la titular de la prerrogativa, esto es, la 
presente, la futura o ambas. En materia ambiental se introducen términos de 
“responsabilidad por el patrimonio común”, deber que si es observado por los 
individuos que conforman la sociedad actual, garantiza la existencia de los sujetos 
venideros[52], como también, de “responsabilidad solidaria hacia el futuro”, en 
procura de que los individuos que aún no han nacido, pero que devendrán en tiempos 
próximos, gocen de un medio ambiente libre de contaminación[53]. 

Conceptos ambientales tales como “desarrollo sostenible”[54], “daños 
cumulativos”[55], “principio de prevención”[56] o “principio precautorio”[57], son 
compatibles con la finalidad de salvaguardar el hábitat natural para las generaciones 
futuras y el Derecho Penal Ambiental, si decide tutelarlas, debe adelantar la barrera 
de protección contra los daños o peligros con efectos negativos para la comunidad 
venidera. 

En tercer lugar, si bien el delito de contaminación ambiental es un ilícito común, la 
realidad es que generalmente es cometido por los integrantes de los entes ideales 
en los procesos de industrialización[58]. 

Ello trae a la discusión dos circunstancias fundamentales en materia de atribución 
de responsabilidad penal en la comisión de un delito. 

La primera de ellas, inserta al debate la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas que debe determinar si los entes ideales pueden o no cometer delitos, si 
opera o no el principio “societas delinquere non potest”[59]. 

La segunda de ellas se circunscribe a la responsabilidad penal individual de los 
sujetos que actúan en nombre o beneficio de un ente ideal[60] e inmersos en la 
estructura organizativa, enmarcada en relaciones de jerarquía, delegación y división 
de tareas[61]. 

Este escenario demanda de técnicas legislativas específicas, tales como: 1) Tipos 
penales de comisión por omisión y la ampliación de los deberes de control de riesgos 
contra bienes jurídicos para aquellos sujetos que se encuentran en una especial 
relación con el interés esencial en juego[62]. 2) Supuestos de autoría mediata en 
caso de que los sujetos que no realizan materialmente la conducta y se sirven de sus 
dependientes de menor jerarquía, a modo de meros instrumentos, para llevarla a 
cabo bajo sus órdenes y designios[63]. 3) Empleo de la figura de “administrador de 
hecho”, que tiende a hallar al verdadero responsable del hecho ilícito, el autor 
material, quien en la realidad decidió y dominó la ejecución del acontecer típico, 
más allá de cómo se encuentra organizada la persona jurídica[64]. 4) La atribución 
de responsabilidades penales a las personas físicas que integran la estructura 
organizativa de los entes ideales y, conjuntamente, imposición de penas 
administrativas a las empresas[65] o, bien, desde otra mirada, “medidas 
preventivas” o “consecuencias accesorias”[66] (multa, etc.), como “poder coactivo 
reparador o coacción directa contra las personas jurídicas”[67]. 



En cuarto lugar, el hecho de que la técnica legislativa usualmente empleada para la 
conducta ilícita de contaminación ambiental configure un riesgo de daño del bien 
jurídico tutelado, sin exigir la verificación de su lesión en el mundo exterior, implica 
que la acción típica produce un adelantamiento del poder punitivo estatal ante la 
realización de conductas riesgosas, y con ello, la instauración de los delitos de 
peligro[68]. 

Ese avance del poder punitivo estatal encuentra respaldo en el carácter preventivo 
del Derecho Ambiental[69], encargado de especificar de antemano los riesgos de 
lesión de la integridad del hábitat natural, libre de contaminación no tolerada. La 
antelación de la individualización de la acción con capacidad de ofender el 
ecosistema es compatible con el ámbito normativo al que el Derecho Penal 
Ambiental subsidia o complementa como ultima ratio[70]. 

La cuestión es determinar si el peligro exigido es abstracto[71], de aptitud[72], o 
concreto[73]. A excepción del primero, los dos últimos restantes exigen la 
superación del juicio de causalidad para determinar que una conducta fue causa de 
un resultado de riesgo[74]. 

Un sector importante de la doctrina considera que la técnica legislativa adecuada 
para este tipo de delitos son los de peligro abstracto los cuales, desde una función 
de prevención y subsidiaria al Derecho Administrativo Ambiental que individualiza 
las acciones riesgosas, autorizan la actuación punitiva pública y temprana, evitando 
la dificultosa tarea de la determinación causal entre la conducta de peligro y el 
resultado lesivo[75]. Sin embargo, desde el principio de lesividad, ello trae 
aparejado conflictos para admitirlo. 

En quinto lugar, el Derecho Penal Ambiental debe relacionarse con el Derecho 
Administrativo Ambiental para completar sus tipos penales[76]. La rama del derecho 
de la que se sirve identifica aquellas acciones relevantes, que colocan en riesgo el 
valor esencial tutelado, porque se vale de disposiciones específicas en la materia y 
actualizadas al momento en que el juez penal debe aplicar la ley penal 
ambiental[77]. 

Si se dejara al Derecho Penal Ambiental solo en la tarea de la individualización de 
las conductas riesgosas para el ecosistema, los constantes avances y modificaciones 
en materia ambiental y su demandante específica técnica científica[78], podría 
llevarlo a desatender su realidad y conflictos, delimitando el ámbito prohibido de 
manera errónea sin agrupar las verdaderas conductas que colocan en riesgo el medio 
ambiente en general[79]. 

En efecto, el Derecho Penal Ambiental es de ultima ratio, debe intervenir de modo 
subsidiario en relación a otras ramas del Derecho que no hayan logrado resolver un 
conflicto[80], por sus vías específicas, consideradas menos lesivas que las propias 
del primero[81]. Está llamado a actuar como última instancia, siempre y cuando, se 
denote un grado de lesividad profunda contra los valores que el Estado quiere 
preservar de este tipo de ataques, como fundamento para la aplicación de la pena 
más rigurosa que puede imponer a un ciudadano por la comisión de un delito –la 
pena de prisión–[82]. 

Tanto el Derecho Penal Administrativo como el Derecho Penal Ambiental regulan un 
idéntico objeto –el medio ambiente–, pero existen diferencias cuantitativas entre 
uno y otro. El Derecho Penal Ambiental debe intervenir en supuestos de 



contaminación ambiental graves[83], desatendiendo las meras infracciones 
administrativas ambientales[84], pero para su intervención deberá acudir a las reglas 
propias del ámbito administrativo, a los efectos de completar el injusto penal y así 
delimitar el ámbito de lo prohibido. 

Se instaura una relación de accesoriedad al Derecho Administrativo Ambiental[85], 
vínculo que debe ser normativo[86] (por regla general se exterioriza bajo la fórmula 
“el que violando leyes o reglamentos ambientales”) y relativo, en la medida que el 
mandato de prohibición se encuentre en el tipo penal y que el Derecho Penal 
Ambiental acuda únicamente al ordenamiento extraño a él para completar un 
elemento de la tipicidad[87]. 

Pese a ciertas críticas que formula, Silva Sánchez dice que la accesoriedad del 
Derecho Penal Ambiental al Derecho Administrativo Ambiental es inevitable[88], 
porque tiende a la unidad ordenamiento jurídico (una conducta prohibida es tanto 
para el Derecho Penal como para el Administrativo Ambiental)[89], reafirma el 
Derecho Penal entendido como ultima ratio (éste no puede prohibir lo que el 
Derecho Administrativo Ambiental permite) y suple la deficiencia del legislador 
penal que no reúne los conocimientos técnicos necesarios, como para delimitar el 
ámbito tolerado del no tolerado[90]. 

Sin embargo, debe configurar una cuidadosa técnica legislativa por constituir una 
norma penal en blanco que, si bien admitidas, deben observar el principio de 
legalidad[91], más precisamente, en sus derivaciones, de taxatividad o certeza[92] 
que debe imperar en toda normativa penal[93]. 

Como se ve, el régimen penal ambiental precisa de especiales técnicas legislativas 
para que sea posible su aplicación y no represente un régimen simbólico. 

V. Conclusiones [arriba]  

La regulación del desarrollo sostenible, como herramienta que propicia el equilibrio 
entre la preservación del medio ambiente con el mantenimiento de los avances 
industriales y científicos, valores que la sociedad no está dispuesta a resignar, 
sumado a los requerimientos legales existentes en nuestro Norma Fundamental y las 
exigencias de las especiales técnicas legislativas que requiere el tipo penal de 
contaminación ambiental, vuelve imperante un debate legislativo que implemente 
un régimen penal que incluya el ecosistema como nuevo bien jurídico. 
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